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Recurso nº 100/2012 

Resolución nº 109/2012 

 

 

 

ACUERDO DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATACIÓN PÚBLICA 
DE LA COMUNIDAD DE MADRID 

 

 

En Madrid, a 20 de septiembre de 2012. 

 

 

VISTO el recurso especial en materia de contratación interpuesto Don 

M.M.O., en nombre y representación de la empresa GRUPO GENERALA DE 

SERVICIOS INTEGRALES, PROYECTOS MEDIOAMBIENTALES, 

CONSTRUCCIONES Y OBRAS S.L., contra la Orden de la Consejería de 

Presidencia y Justicia de 24 de julio de 2012, por la que se declara decaído en su 

derecho a ser adjudicatario del contrato Servicio de "Prevención y extinción de 

incendios forestales en la zona Este de la Comunidad de Madrid. INFOMA”. Exp.C-

117/007-12 (03-AT-00041.4/2012), este Tribunal ha adoptado la siguiente, 

 

RESOLUCIÓN 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

Primero.- Con fecha 8 de junio de 2012, se publicó en el BOCM y en el perfil del 

contratante de la Comunidad de Madrid, el anuncio de licitación correspondiente a 

contrato de prestación de servicios antes descrito con un presupuesto base licitación 

de 24.685.642,14 euros, y un plazo de duración de 24 meses desde la formalización 

del contrato. 
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De acuerdo con lo establecido en el Pliego de Cláusulas Administrativas 

Particulares, (en adelante PCAP) el objeto del contrato es “el diseño y ejecución de 

un operativo de prevención y extinción de incendios de vegetación en la Zona ESTE 

de la Comunidad de Madrid, (INFOMA). 

 

Por su parte el punto 5 del anexo I del PCAP, exige a los licitadores el 

compromiso de adscribir o dedicar a la ejecución del contrato una serie de vehículos 

descritos en el PPT, en los términos establecidos en el artículo 151. 2 del texto 

refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, (en adelante TRLCSP). En concreto en el 

punto 4.2.1 del PPT se señala que “En todo caso, a fecha de incidió del contrato, la 

empresa adjudicataria deberá disponer de todos los medios previstos en el presente 

pliego, tanto presenciales como en disponibilidad, para la época en que se inicie la 

ejecución del contrato”. 

 

Una vez tramitada la licitación para el indicado contrato, y considerada la 

oferta de la recurrente la más ventajosa económicamente, con fecha 4 de julio de 

2012, se requirió a la para que con carácter previo a la adjudicación, en virtud de los 

artículos 151. 2 del Texto Refundido de la Ley de Contratos el Sector Público 

aprobado por R.D.Legislativo.3/2011 de 14 de noviembre) y los artículos 13 y 14 del 

Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 

aprobado por Real Decreto 98/2001, de 12 de octubre, aportara la documentación 

indicada en tales preceptos y acreditara la disponibilidad efectiva de los medios 

materiales y humanos exigidos por los pliegos, en el plazo de 10 días hábiles 

mediante: 

 

“3.1. Fotocopia compulsada de las fichas técnicas tarjetas de inspección 

técnica, permiso de circulación y dossier fotográfico en el que se aprecie la matrícula 

de los vehículos tanto en caso de propiedad como de alquiler o cesión, descritos en 

los apartados 1.2, 1.3, 1.4, 1.5, 1.6 y 1.8, del Anexo, del Pliego de Prescripciones 

Técnicas (presenciales y en disponibilidad) en las fechas especificadas en su 
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cláusula 4.1.2. ("Épocas de alto y bajo riesgo de incendios forestales"). 

3.2. Documentación que acredite que la aeronave y tripulaciones cumplen las 

especificaciones recogidas en el Anexo 1, apartado 1 .7 del Pliego de Prescripciones 

Técnicas Particulares. 

3.3. Escritura o contrato de arrendamiento con dossier fotográfico y, ubicación 

de las instalaciones descritas en el apartado 1 .13, del Anexo l, del Pliego de 

Prescripciones Técnicas 

3.4. Curriculum vitae y fotocopia de la titulación del personal del equipo 

directivo y técnico adscrito con exclusividad a la ejecución del contrato”. 

 

Una vez atendido el citado requerimiento, con fecha 23 de julio de 2012, por 

el Subdirector General de Gestión Administrativa de la Dirección General de 

Protección Ciudadana, se elabora un informe sobre la acreditación de la 

disponibilidad efectiva de los medios materiales y humanos exigidos por los pliegos, 

que después de examinar la documentación presentada se ponen de manifiesto una 

serie de incumplimientos relativos a la aportación de documentación acreditativa de 

la disponibilidad de medios y concluye que GRUPO GENERALA DE SERVICIOS 

INTEGRALES, PROYECTOS MEDIOAMBIENTALES, CONSTRUCCIONES Y 

OBRAS S.L. no puede ejecutar el contrato del servicio de prevención y extinción de 

incendios forestales en la zona Este de la Comunidad de Madrid. INFOMA. 

 

Ante dicho informe con fecha 24 de julio de 2012, la Consejera de Presidencia 

y Justicia dictó Orden por la que se declarada decaída en su derecho a ser 

adjudicataria del contrato a la recurrente, siéndoles notificada la misma, en la misma 

fecha. 

 

Segundo.- Con fecha 9 de agosto de 2012, tuvo entrada en el Registro de este 

Tribunal el presente recurso especial en materia de contratación, acompañado del 

expediente y del informe preceptivo a que se refiere el artículo 46.2 del TRLCS. 

 

Consta que con fecha 1 de agosto se había presentado el anuncio previo a la 
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interposición del recurso previsto en el artículo 44.1 del TRLCSP. 

 

La recurrente solicita que se anule la resolución impugnada por considerar 

que sí que dio cumplimiento a la exigencia de acreditación de la efectiva 

disponibilidad de los medios exigidos en los pliegos, sin que el órgano de 

contratación le requiriese para subsanar eventuales defectos en la aportada y por 

falta de motivación de la Orden de 24 de julio de la Consejera de Presidencia y 

Justicia. 

 

Por su parte el órgano de contratación en su informe preceptivo, señala que el 

mero hecho de la presentación de la documentación no significa, como pretende la 

recurrente, la adjudicación automática del contrato, sino que al órgano de 

contratación le corresponde determinar el cumplimiento del requerimiento efectuado, 

tanto en su aspecto formal, como material, sin que por otro lado el TRLCSP exija al 

órgano de contratación que solicite la subsanación de la documentación presentada, 

no estando previsto un trámite para ello y sin que sea de aplicación directa el artículo 

76.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen jurídico de las 

Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común. 

 

Concluye finalmente que “(…), queda suficientemente motivado y justificado el 

acto administrativo por el que se acuerda el decaimiento del derecho a la 

adjudicación del recurrente, ya que en la misma se recoge que el motivo por el que 

se produce la pérdida de ese derecho no es otro que la falta de acreditación de la 

disponibilidad efectiva de los medios materiales y humanos solicitados en los pliegos 

para la ejecución del contrato, de acuerdo con el informe, de 18 de julio de 2012, 

emitido por la Dirección General de Protección Ciudadana de la Consejería de 

Presidencia y Justicia de la Comunidad de Madrid donde se analiza 

pormenorizadamente la documentación presentada por el recurrente. Dada la 

extensión del informe, no se reprodujo literalmente el mismo pero si se incluye 

mención a éste en el Acuerdo de 24 de julio de 2012 como razonamiento lógico y 

jurídico por el que el Órgano de contratación determina el decaimiento de la 
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empresa a ser adjudicatario del contrato y que forma parte del expediente 

administrativo al cual tiene acceso en todo momento el interesado”, destacando que 

la empresa, conocedora de las deficiencias de su oferta nunca hizo uso del derecho 

que le concede el artículo 35 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen 

Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo común.  

 

Tercero.- Con fecha 13 de agosto se dio traslado del expediente a los demás 

interesados para cumplimentar el trámite de alegaciones previsto en el artículo 46.3 

del TRLCPS, habiéndose presentado escrito de alegaciones por las empresas 

ALVAR e IMESAPI, en el que señalan que dichas empresas fueron incorrectamente 

excluidas de la licitación y solicitan que se estime el recurso interpuesto por la 

recurrente ya que su exclusión se debe a una incorrecta interpretación de la 

cláusulas 4.2.1 del PPT que se constituye como un requisito de imposible 

cumplimiento para cualquier empresa que no sea la actual adjudicataria. 

 

Cuarto.- Con fecha 26 de julio de 2012 la Presidenta del Tribunal Administrativo de 

Contratación Pública de la Comunidad de Madrid dictó la Resolución 1/2012, en la 

que se disponía la suspensión de todos los procedimientos pendientes ante el 

Tribunal, ante la falta de quórum durante el mes de agosto, y en la que se preveía no 

obstante la posibilidad de convocar el Pleno de forma extraordinaria en casos de 

urgencia debidamente justificada, recomendando a los órganos de contratación la 

suspensión de aquellos expedientes de contratación en los que se hubiera 

adjudicado el contrato, hasta la resolución del recurso. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
Primero.- Se acredita en el expediente la legitimación para interponer recurso 

especial en materia de contratación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

42 del TRLCSP, “Podrá interponer el correspondiente recurso especial en materia de 

contratación toda persona física o jurídica cuyos derechos o intereses legítimos se 

hayan visto perjudicados o puedan resultar afectados por las decisiones objeto de 
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recurso”. 

 

Se acredita asimismo la representación con que actúa la persona firmante del 

recurso, requerida la recurrente para que aportara la documentación acreditativa del 

poder con que comparece el firmante del recurso, se atendió dicho requerimiento. 

 

Segundo.- El recurso se ha interpuesto contra la Orden de la Consejera de 

Presidencia y Justicia de 24 de julio de 2012, por la que se declara a la recurrente 

decaída en su derecho a ser adjudicataria de un contrato de servicios perteneciente 

a la categoría 27 “otros servicios”, con un valor estimado superior a 200.000 euros, 

por lo que dicho contrato se encuentra comprendido dentro del ámbito de aplicación 

objetiva recogido en el artículo 40.1 del TRLCSP: “1. Serán susceptibles de recurso 

especial en materia de contratación previo a la interposición del contencioso-

administrativo, los actos relacionados en el apartado 2 de este mismo artículo, 

cuando se refieran a los siguientes tipos de contratos que pretendan concertar las 

Administraciones Públicas y las entidades que ostenten la condición de poderes 

adjudicadores: (…). 

 

b) Contratos de servicios comprendidos en las categorías 17 a 27 del anexo II de 

esta Ley cuyo valor estimado sea igual o superior a 200.000 euros.” 

 

Por otro lado, el acto impugnado,- esto es la Orden por la que se le declara a 

la recurrente decaída en su derecho a ser adjudicataria,- es susceptible de recurso 

especial, al amparo del artículo 40.2.b) del RTRLCSP dado que se trata de un acto 

de trámite que decide directamente sobre la adjudicación al imposibilitar que las 

licitadoras propuestas como adjudicatarias, vean materializada dicha propuesta. 

 

Tercero.- El recurso se ha interpuesto en plazo de acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 44.2 del TRCLSP, dado que el acto recurrido se notificó a la recurrente el día 

24 de julio de 2012, interponiéndose el recurso ante el órgano de contratación el día 

6 de agosto de 2012. 
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Cuarto.- De conformidad con lo establecido en el artículo 41 del TRLCSP, en 

relación al artículo 3 de la Ley 9/2010, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, 

Administrativas y Racionalización del Sector Público de la Comunidad de Madrid, 

corresponde a este Tribunal la competencia para resolver el presente recurso. 

 

Quinto.- En cuanto al fondo del asunto sometido al conocimiento de este Tribunal, 

son tres las cuestiones planteadas por la recurrente en su escrito de recurso, de un 

lado que sí aportó la documentación requerida por el órgano de contratación a 

efectos de acreditar la disponibilidad de medios para la ejecución del contrato, que el 

órgano de contratación no le requirió para subsanar los defectos detectados, como 

debería haber hecho de acuerdo con el artículo 76.2 de la LRJ-PAC, y la falta de 

motivación del acto recurrido.  

 

 En cuanto a la afirmación de que sí había atendido el requerimiento del 

órgano de contratación aportando la documentación acreditativa de la disponibilidad 

de medios, este Tribunal ha comprobado en el expediente administrativo que 

aunque efectivamente se aportó documentación prolija al respecto, la misma no 

permitía tener por acreditada la disponibilidad de medios en los términos exigidos 

por el PCAP.  

 

Así a modo de ejemplo se puede citar, ya que la recurrente no invoca 

defectos concretos de apreciación por el órgano informante, la necesidad de 

acreditar la disponibilidad de las autobombas pesadas a que hace referencia el 

punto 1.2 del anexo I del PPT. Debe partirse de que para acreditar que dichos 

vehículos cumplen las características exigidas, se requiere a la propuesta como 

adjudicataria que aporte fotocopia compulsada de las fichas técnicas tarjetas de 

inspección técnica, permiso de circulación y dossier fotográfico en el que se aprecie 

la matrícula de los vehículos. En el dossier fotográfico que acompaña el resto de la 

documentación no se ven las matrículas de los vehículos (matrículas que sí se 
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pueden ver en las fotografías de los vehículos todo terreno), lo que ya sería causa 

suficiente para no proceder a la adjudicación a su favor.  

 

En cuanto al personal, a disposición del contrato el PCAP exige para su 

acreditación los currículos vitae y fotocopia de la titulación del personal, debiendo 

acreditarse que dicho personal cumple con la exigencia del punto 4 del Anexo del 

PCAP de que los técnicos propuestos tuvieran experiencia en la gestión de servicios 

de prevención y extinción de incendios. Sin embargo, este Tribunal observa que en 

los currículos de los propuestos como personal a adscribir al contrato, no consta en 

todos los casos, dicha experiencia lo que también justificaría la imposibilidad de 

adjudicación a la recurrente. 

 

Debe tenerse en cuenta que en el punto 5 del Anexo I del PCAP se establece 

el modo de acreditar la puesta a disposición de los medios materiales declarados, 

indicando que el propuesto como adjudicatario deberá acreditar en el plazo 

establecido en el artículo 151.2 del TRLCSP, la disponibilidad efectiva de los medios 

indicados aportando fichas técnicas tarjetas de inspección técnica, permiso de 

circulación y dossier fotográfico en el que se aprecie la matrícula de los vehículos, 

sin que el PCAP haya sido impugnado por las recurrentes. Por lo tanto sin poder 

aducir que el compromiso podría ser de aportación futura, siendo los pliegos 

vinculantes para los licitadores (artículo 115 del TRLCSP) y no habiéndose aportado 

los documentos requeridos por el órgano de contratación, la decisión de tener a la 

recurrente por decaída en su derecho de ser adjudicataria, se revela como adecuada 

a derecho.  

 

 A ello debe sumarse que como no podría ser de otro modo al órgano de 

contratación le corresponde no solo, como pretende la recurrente, verificar el envío 

material de la documentación, sino el contenido de ésta a efectos de garantizar el 

cumplimiento del contrato, que en este caso no queda en modo alguno garantizado, 

porque no se cumplen los requisitos de contenidos solicitados en el PPT. 
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Por último en relación con esta cuestión, en modo alguno este Tribunal puede 

aceptar que la revisión de la documentación le corresponda, como aduce la 

recurrente, siendo así que las competencias del Tribunal está perfectamente 

descritas en el TRLCSP, no pudiendo entenderse que cuando el PCAP señala que 

el contrato se adjudicará dentro de los cinco días hábiles siguientes a la recepción 

de la notificación de la adjudicación, “sin perjuicio de la eventual revisión de la 

adjudicación en vía de recurso especial en materia de contratación”, los defectos 

relativos al contenido material deban ser resueltos por este Tribunal, que no tiene 

competencias decisorias ,sino revisoras, sobre los procedimientos de licitación y que 

no puede en modo alguno suplir la discrecionalidad técnica que le es dada al órgano 

de contratación para la apreciación del cumplimiento de las exigencias de los 

pliegos. 

 

Por otro lado respecto de la obligación de subsanación de la documentación 

aportada, no se recoge en el TRLCSP una previsión relativa a la subsanación de la 

documentación omitida o incorrecta, semejante a la establecida respecto de la 

actuación de la Mesa de Contratación en los términos del artículo 81 del Reglamento 

General de la Ley de contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real 

Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, respecto de la aportación de la 

documentación necesaria para la adjudicación del contrato. Pero es que además, en 

este caso, de la vista del expediente, se desprende que no es que la recurrente 

hubiera omitido la documentación exigida, cuya subsanación, atendiendo las 

circunstancias del caso, podría considerar el órgano de contratación, sino que la 

documentación presentada, (que como decimos es abundante), no responde a las 

exigencias del PPT y del PCAP, en orden a acreditar la disposición de medios, sin 

que dicha circunstancia pueda ser objeto de subsanación, correspondiendo su 

apreciación al órgano de contratación. 

 

Respecto de la falta de motivación del acto recurrido, afirma la recurrente que 

“no resulta ni siquiera imaginable cuál puede ser el hipotético defecto de la 

documentación acreditativa aportada”.  
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Por su parte el órgano de contratación, aduce como más arriba se ha 

expuesto que el acto contenía la información suficiente en los términos señalados 

por la jurisprudencia que cita, sin que por parte de las recurrentes se haya ejercitado 

el derecho de acceso al expediente en ningún momento a pesar de haber hecho 

constar en el acto impugnado que el mismo se dictaba de acuerdo con el contenido 

del informe de la Dirección General de Protección Ciudadana de 23 de julio de 2012. 

 

A este respecto, no nos encontramos ante un acto de adjudicación de un 

contrato, al que sería de aplicación lo dispuesto en el artículo 151.4 del TRLCSP, 

sino ante un acto de trámite (que al igual que la exclusión) determina la imposibilidad 

de continuar el procedimiento para las recurrentes decidiendo de forma indirecta en 

este caso, sobre la licitación. Por lo tanto y como decimos, no se aplica lo dispuesto 

en el artículo 151.4 que se establece en la reforma de la LCSP operada por Ley 

34/2010, de 5 de agosto, de modificación de las Leyes 30/2007, de 30 de octubre, 

de Contratos del Sector Público, 31/2007, de 30 de octubre, sobre procedimientos 

de contratación en los sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios 

postales, y 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

Administrativa en su artículo 135.4 actual 151.4, como contrapartida a la eliminación 

de la posibilidad prevista en su artículo 137 de que los interesados pudieran solicitar 

información de los motivos de rechazo de su candidatura o de su proposición y de 

las características de la proposición del adjudicatario que fueron determinantes de la 

adjudicación a su favor. Todo ello con vistas a permitir al licitador excluido o 

candidato descartado interponer, en su caso, recurso fundado contra la decisión de 

adjudicación.  

 

Resulta por lo tanto que el acto recurrido debe contener, en cuanto a su 

motivación, los requisitos sentados con carácter general en la LRJ-PAC en orden a 

colocar a su destinatario en una situación que le permita, en su caso, interponer el 

correspondiente recurso de forma fundada y cabal. En este sentido como ya ha 

señalado Tribunal en ocasiones anteriores, en cuanto al contenido de la motivación, 
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la misma exige la expresión clara de los fundamentos de hecho en que se sustenta 

la justificación jurídica de la decisión que ha de guardar la necesaria coherencia con 

las bases del procedimiento de licitación, la información, deberá ser suficiente para 

que se pueda determinar inicialmente la procedencia o no del recurso y, en segundo 

lugar para permitir, en su momento, la evaluación al órgano que deba conocer los 

recursos en vía administrativa o jurisdiccional. 

 

En este sentido cabe citar la Sentencia del Tribunal de Justicia de fecha 28 de 

enero de 2010, (As C406/08 Uniplex). “30. Sin embargo, el hecho de que un 

candidato o licitador tenga conocimiento de que su candidatura u oferta ha sido 

rechazada no le sitúa en condiciones de interponer efectivamente un recurso. Tal 

información es insuficiente para permitir al candidato o licitador descubrir la posible 

existencia de una ilegalidad que pueda fundamentar un recurso. 

31. El candidato o licitador afectado sólo puede formarse una opinión bien fundada 

sobre la posible existencia de una infracción de las disposiciones aplicables y sobre 

la oportunidad de interponer un recurso después de ser informado de los motivos por 

los que ha sido excluido del procedimiento de adjudicación de un contrato”. 

 

Ello no significa que deba hacerse una motivación profunda o exhaustiva de 

cada fundamento del acto notificado, sino que basta con la fundamentación somera 

de cuáles han sido los criterios seguidos para su adopción, con el parámetro 

anteriormente indicado de que el contratista pueda tener conocimiento cabal de las 

causas por las que se ha adjudicado el contrato a un determinado licitador, las de 

exclusión en su caso y las de no adjudicación al resto, al objeto de permitirle ejercitar 

de forma fundada las acciones que en Derecho le correspondan.  

 

Debe señalarse que también cabe la motivación in aliunde, esto es por 

remisión a informes incorporados al expediente. A este respecto cabe citar la 

doctrina sobre la motivación in aliunde que contempla el artículo 89.5 LRJ-PAC en 

tanto en cuanto el interesado puede conocer los motivos de la resolución si no 

mediante la lectura del acto administrativo, sí mediante el examen del expediente lo 
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que evita su indefensión. 

 
El Tribunal Constitucional permite la motivación por remisión incluso para las 

resoluciones judiciales (Sentencia del Tribunal Constitucional de 25 de abril de 1994 

[RTC 1994, 121]). La jurisprudencia, entre otras Sentencia del Tribunal Supremo de 

14 de octubre de 2008, recurso de casación 679/2006, ha interpretado en sentido 

amplio aquella norma al no exigir que la "incorporación" consista en la reproducción 

de los informes o dictámenes sino sólo en su aceptación. Dicha sentencia recoge en 

su fundamento de derecho primero; “en este sentido la sentencia del Tribunal 

Supremo (Sala de lo Contencioso- Administrativo) de 31 enero 1983 (RJ 1983, 379) 

dice: este requisito de "incorporación" no ha de entenderse en su sentido material 

como de explícita trascripción literal sino más bien como referencia a los que en el 

expediente constan y que por hallarse a disposición de los interesados estos tienen 

la posibilidad de conocer en cualquier momento”. 

 
 De acuerdo con lo anterior se comprueba por este Tribunal que, si bien la 

notificación del acto impugnado ofrece una justificación somera de su motivación, sí 

que indica que la misma se produce por no haberse acreditado suficientemente la 

disponibilidad de medios exigida, dando noticia además de la existencia de un 

informe, que se identifica por el órgano emisor y la fecha, que explica de forma 

pormenorizada las causas concretas por las que se considera que no se ha 

acreditado dicha disponibilidad, informe además cuyo examen no fue solicitado por 

la recurrente en ningún momento. Por todo lo anterior se considera que el recurso 

debe desestimarse en cuanto a esta pretensión.  

 

En su virtud, previa deliberación, en sesión celebrada en la fecha del 

encabezamiento, por mayoría, y al amparo de lo establecido en el artículo 41. 2 del 

TRLCSP y el artículo 3 de la Ley 9/2010, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, 

Administrativas y Racionalización del Sector Público, el Tribunal Administrativo de 

Contratación Pública de la Comunidad de Madrid, 
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ACUERDA 
 

Primero.- Desestimar el recurso interpuesto por GRUPO GENERALA DE 

SERVICIOS INTEGRALES, PROYECTOS MEDIOAMBIENTALES, 

CONSTRUCCIONES Y OBRAS S.L., contra la Orden de la Consejería de 

Presidencia y Justicia de 24 de julio de 2012, por la que se le declara decaído en su 

derecho a ser adjudicataria del contrato Servicio de "Prevención y extinción de 

incendios forestales en la zona Este de la Comunidad de Madrid. INFOMA”. 

117/007-12 (03-AT-00041.4/2012). 

 

Segundo.- Declarar que no se aprecia la concurrencia de mala fe o temeridad en la 

interposición del recurso por lo que no procede la imposición de la sanción prevista 

en el artículo 47.5 del TRLCSP. 

 

Tercero.- Notificar este acuerdo a todos los interesados en este procedimiento. 

 

 

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa, será directamente 

ejecutiva y contra la misma cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante 

el Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad de Madrid, en el plazo dos meses, 

a contar desde el día siguiente a la recepción de esta notificación, de conformidad 

con lo dispuesto en los artículos 10, letra k) y 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, 

Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, todo ello de conformidad 

con el artículo 49 del TRLCSP. 
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